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Cambio de Gobierno, pero no de política
El sábado 10 de julio Pedro Sánchez operó 
un profundo cambio de gobierno, nada me-
nos que siete ministros nuevos más dos que 
modificaron sus funciones.

Sin duda hay diversos factores y presio-
nes diversas que actuaron, pero nos parece 
importante resaltar lo esencial y verlo desde 
el punto de vista de los intereses de los tra-
bajadores, de los jóvenes, de los pueblos que 
componen hoy nuestro país.

Dos días después, las instituciones del 
capital financiero europeas deciden desblo-
quear los primeros 9.000 millones de los 
Fondos Europeos y anuncian 10.000 millo-
nes más para fin de año.

El miércoles 14 de julio el Tribunal 
Constitucional anula el confinamiento de-
cretado en el estado de alarma de marzo 
2020 planteando que hubiera sido necesario 
el estado de excepción.

Estos hechos ocurridos en un espacio
de 5 días merecen una interpretación
Por un lado, Pedro Sánchez refuerza el área 
económica dirigida por Nadia Calviño (la 
voz de Bruselas) y por otro lado a Yolanda 
Díaz, ministra de trabajo, militante del PCE. 
Algo que tranquiliza al capital financiero en 
cuanto al “rigor” con que se van a emplear 
los Fondos, destinados en un 70 por ciento 
a las grandes empresas, con nombres frau-
dulentos como la transición energética, la 
economía verde y otras lindezas por el esti-
lo. Y por otro lado organiza el necesario 
“acompañamiento social” que Díaz intenta 
garantizar por su relación estrecha en el mar-
co del “diálogo social” con los dirigentes 
sindicales, y también con fuerzas y movi-
mientos políticos.

Podemos decir que el nuevo gobierno 
tiene el respaldo y la relativa confianza de 
los poderes financieros.

Sin embargo, los partidos franquistas 
mantienen su oposición feroz, expresando 
la política del aparato de Estado franquista 
de acoso al Gobierno, y la reciente sentencia 
del Tribunal Constitucional tiene este obje-
tivo. No tiene nada que ver con la defensa 
de las libertades atacadas por el Estado de 
Alarma sino con la desconfianza de las ins-
tituciones heredadas del franquismo respec-
to del Gobierno, precisamente por su debi-
lidad y su supuesta incapacidad para enfren-
tarse a las reivindicaciones de los trabajado-
res y los pueblos (de ahí la insistencia 
constante en someter al pueblo catalán y en 
que el Gobierno no es de fiar).

El problema de fondo
Desde la Unión Europea se intenta empren-
der una gigantesca operación de desindus-
trialización y ataque a todos los derechos y 

conquistas en nombre de la supuesta “eco-
nomía verde” y la digitalización. No es ca-
sualidad que al tiempo que anuncian el des-
bloqueo de los primeros fondos advierten 
que ejercerán un control absoluto de los 
gastos, y “que un tercer pago en la primave-
ra del 2022 de 12.000 millones estará con-
dicionado a la aprobación de una nueva re-
forma laboral” (La Vanguardia, 14 de julio). 
En efecto los Fondos europeos, lejos de ser 
la “salvación”, actúan como un misil contra 
todos los derechos y conquistas y están al 
servicio de una profunda reestructuración o 
desmantelamiento industrial, desmantela-
miento de los derechos laborales y de la 
sanidad, enseñanza y pensiones públicas.

Desde Bruselas se habla incluso de 
crear un Fondo social de más de 70.000 
millones para prevenir posibles estallidos 
sociales o movimientos tipo “chalecos 
amarillos”. Este es el miedo que recorre 
las altas instancias del poder político, 
económico e institucional.

La resistencia en curso, que ha dado sus 
mejores ejemplos en la movilización conti-
nuada del personal sanitario y los pensionis-
tas, y que ha prendido en diferentes empre-
sas como Tubacex o Airbus (apoyo a las 
empresas auxiliares, huelga en todos los 
centros para exigir salvar la fábrica de 
Puerto Real, apoyo a las huelgas de otras 
empresas del metal) muestra que un movi-
miento de envergadura está dentro de lo 
posible y que solo la contención que produ-
ce la política de “diálogo social “ lo impide 
por el momento. El motor de fondo es la 
situacion insostenible para sectores masivos 
de la población: más del 20 por ciento en 
peligro de pobreza, 600.000 hogares sin nin-
guna renta y espectaculares cifras de paro. 

Ayudar a organizar la resistencia, ayudar 
a formular las verdaderas reivindicaciones, 
ayudar a combatir en unidad contra los ata-
ques constantes a las libertades es la funcion 
de los militantes de vanguardia. Es lo que 
desde este periódico intentamos apoyar ha-
ciéndonos eco de la resistencia, de las mo-
vilizaciones, sin ninguna condición, “go-
bierne quien gobierne”.

EDITORIAL
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La financiación autonómica en el País Valenciano
La solución que encontró el régimen contra 
el derecho de autodeterminación y la unión 
libre de pueblos fue la Monarquía autonó-
mica. Este régimen, cuestionado por los 
pueblos, principalmente el catalán, se rompe 
hoy por las costuras. Financiar el enorme 
aparato burocrático estatal continuista del 
franquismo (el ejército, la judicatura, los 
distintos cuerpos represivos, los altos cargos 
del Estado y la Casa Real, además de finan-
ciar y enriquecer a la Iglesia) constituye una 
carga insoportable para los pueblos.

Las autonomías, salvo el País Vasco y 
Navarra, se crearon basándose en un sistema 
de transferencia de servicios (sanidad, edu-
cación) por cuya gestión el Estado transfería 
fondos inferiores al gasto real. Los sucesivos 
modelos de financiación autonómica no han 
hecho más que agravar la situación y crear 
agravios comparativos; buen caldo de culti-
vo para el desmantelamiento/privatización 
y el aumento del déficit.

El País Valenciano es, si no el que más, 
sí uno de los peor parados con el actual mo-
delo de financiación, caducado en 2014. Con 
una infrafinanciación anual reconocida de 
1.600 millones, ha acumulado una deuda his-
tórica de 50.000 millones (el 50 % del PIB 
autonómico) y dedica un 28 % de su presu-
puesto a pagarla, es una autonomía totalmen-
te dependiente de los préstamos del Estado.

El gobierno valenciano pretende hacer 
una propuesta «valenciana» para reformar 
el modelo de financiación, quiere que es-
ta reforma se convierta en una «cuestión 
de Estado» y busca alianzas con otras 
comunidades autónomas para que no se 
dé una «reconstrucción a varias velocida-
des» tras la pandemia. Es decir, conside-
ra urgente que todos, el Estado y las au-
tonomías, y los partidos parlamentarios, 
negocien un nuevo modelo de financia-
ción que termine con el status quo. La 
ministra de Hacienda le responde que no 
hay consenso para reformar la financia-
ción autonómica.

Según Ximo Puig, nadie debe perder 
pero la Comunidad Valenciana ha de ganar; 
no se trata de una cuestión «partidista», 
sino de «territorios», dice; por eso prepara 
una cumbre bilateral en septiembre con el 
presidente de Andalucía, otra comunidad 
infrafinanciada -que, según él, tiene el «va-
lor añadido» de ser del PP-; por otra parte, 
se muestra partidario de aumentar la des-
centralización del Estado, y pretende unir 
tras él a todos: instituciones, partidos, pa-
tronal, sindicatos.

En ningún caso se cuestionan las reglas 
fiscales de la Unión Europea, ni el artículo 
131 de la Constitución, ni la Monarquía 
autonómica, cárcel de pueblos. ¿Pero, 

adónde nos lleva esta gente?, ¿a una dispu-
ta entre territorios, a un enfrentamiento a 
dos bandas?

Si Ximo Puig quiere «reconstruir» algo, 
que empiece por no pagar la deuda histórica, 
que exija al gobierno de Pedro Sánchez la con-
donación inmediata de los 50.000 millones 
que lastran el futuro del pueblo valenciano.

Blas Ortega

ACTUALIDAD

Un acuerdo contra los «interinos»
El pasado 5 de julio el entonces ministro de 
Función Pública, Miquel Iceta, y los sindica-
tos escenificaron la firma de un acuerdo para 
reducir la temporalidad en las administracio-
nes públicas. El 6 de julio se aprueba el Real 
Decreto 14/2021. Lo que algunos dirigentes 
sindicales han querido vender como un acuer-
do histórico es en realidad un acuerdo nefas-
to, condena a la exclusión social a miles de 
trabajadores y trabajadoras que han sostenido 
los servicios públicos durante estos años, dis-
para el gasto público de todas las administra-
ciones sin generar ni un solo puesto de traba-
jo ni reforzar ningún servicio.

En el decreto aprobado no se define la 
situación de abuso, de hecho, no se tiene en 
consideración la cuestión de la temporalidad 
como una vulneración sistemática de los 
derechos de los trabajadores y trabajadoras 
afectados, sino como una cuestión mera-
mente estadística. 

El decreto es en realidad una continua-
ción de los acuerdos firmados con Montoro, 
insta a finalizar los procesos de estabiliza-
ción acordados de 2017 y 2018, y realizar 
un tercer proceso de estabilización. Estos 
procesos están teniendo como resultado el 
cese de miles de empleados con mucha ex-
periencia, principalmente mujeres con eda-
des entre 45 y 55 años, un auténtico drama 
humano para estas trabajadoras. Pero ade-
más en el nuevo decreto, al ligar las bolsas 
de temporalidad a los procesos abiertos, 
introduce la posibilidad de quedar también 
excluidos de las bolsas de trabajo temporal 
en caso de no superar la prueba teórica. 

Se introducen indemnizaciones de 20 
días por año hasta un máximo de 12 men-
sualidades. Las indemnizaciones propuestas 
tienen letra pequeña. No suponen sanción 
alguna y resultan discriminatorias. En reali-
dad, son compensaciones al cese que solo 
podrán ser percibidas por aquellos que ha-
biéndose presentado a las pruebas no las 
hayan superado y hayan cesado. No se san-
ciona por lo tanto la relación abusiva de 
temporalidad, puesto que aquellos que ob-
tengan plaza o que por la razón que fuere no 
pudieran realizar el ejercicio, no tendrían 
acceso a la indemnización. Hay que señalar 
además que el cálculo de indemnización 
haría solo referencia al último nombramien-

to, de tal manera que con 25 años de relación 
ininterrumpida, si su último contrato es de 
hace cuatro años se le indemnizaría solo en 
relación a éstos. 

El decreto señala además que “de la re-
solución de estos procesos no podrá derivar-
se en ningún caso incremento del gasto o 
efectivos”. 

Por todo lo anterior entendemos que es 
necesario echar atrás este decreto. Realizar 
una inspección para determinar las situacio-
nes particulares de abuso de temporalidad. 
Excluir dichas plazas de los procesos en cur-
so. La creación de una categoría de personal 
estabilizado a extinguir para responder a la 
situación de excepcionalidad provocada por 
las administraciones. La eliminación perma-
nente de las tasas de reposición. Un plan de 
refuerzo de los servicios públicos. Una gran 
oferta de empleo público para recuperar los 
empleos perdidos y reforzar los servicios pú-
blicos en todas las administraciones.

Luis Arias, sindicalista UGT
Escrito el 20 de julio antes del voto en las Cortes

Ximo Puig, presidente de la Generalitat valenciana
con Juan Manuel Moreno Bonilla,

presidente de la Junta de Andalucía
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ACTUALIDAD

La lucha de la «limpieza» en Álava
Por fin asistimos a las primeras movilizaciones de nuestro sector, donde se viven las 
peores condiciones de trabajo y salario que se puedan imaginar y donde las amenazas 
de retrocesos son todavía peores.

Es evidente la necesidad de comenzar a preparar la huelga del sector, y como 
muestra transcribimos el comunicado leído por los representantes de los sindicatos 
UGT, CCOO, ELA, LAB y USO en la concentración de la plaza de la Virgen Blanca 
de Vitoria:

«Gracias a todas y todos por participar en 
esta movilización.

Hoy era necesario juntarnos por todo lo 
acontecido en la negociación del convenio.

No somos un sector más, sino que somos 
un sector esencial. Un sector al que las em-
presas no dan el valor que nos merecemos.

Somos un sector que lejos de que nos den 
unas condiciones laborales dignas, nos acu-
san de cometer agresiones, y por ello, nos 
vemos en la obligación de que la sociedad 
nos oiga alto y claro.

Por ello, hemos dicho basta.
Hemos dicho basta y salimos a expresar-

nos, a que se nos vea, y a que se reconozca 
el valor de nuestro trabajo.

Siempre hemos sido esenciales, siempre. 
Pero ha tenido que pasar una pandemia para 
que quede recogido en un decreto.

Nuestro trabajo es esencial, pero única-
mente en el papel.

Somos un sector totalmente feminizado. 
Un sector que cuenta con más de un 83% de 
parcialidad.

Un sector en el que el 90% de las mujeres 
tenemos la categoría más baja, la de peón y 
que casualmente, los pocos hombres que hay, 
son especialistas y tienen jornadas comple-
tas.

Nosotras, para poder conseguir una jor-
nada completa, nos vemos obligadas a estar 
en varias empresas.

Esto nos supone que algunas, en una 
jornada diaria, podemos ir a trabajar a más 
de 5 centros, con los correspondientes tras-
lados etc.

Otras que estamos limpiando portales, 
tenemos que hacerlo bajo una presión desco-

munal, corriendo de un lado a otro con nues-
tros medios de transporte, y con tiempos rídi-
culos de trabajo para poder llegar a todos.

No queremos ganar sueldos desorbita-
dos. Queremos únicamente un salario míni-
mamente digno y queremos poder trabajar 
jornadas completas en la misma empresa.

La patronal, lejos de intentar mejorar 
nuestras condiciones, quieren quitarnos la 
antigüedad y bajar los complementos de IT.

No quieren llevar a cabo ninguna subida 
salarial para el año 2020. El 2020 ha sido el 
año más brutal para la limpieza.

Hemos aceptado cambios de turnos, de 
centros, de horarios, hacer horas extras, no 
tener EPIS y un largo etc, porque conside-
rabamos importante llevar a cabo nuestro 
trabajo para poder reducir el índice de con-
tagios.

Y el 2021 no mejora. Nos ofrecen un 0,5 
que suponen 5,8€ al mes para una jornada 
completa, recordando de nuevo, que la ma-
yoría trabajamos 1 hora, 2...así que hagan 
sus cálculos. Una barra de pan es lo que nos 
ofrecen practicamente.

Y, por si fuera poco, un día que había 
negociación, nos concentramos. Una con-
centración totalmente pacífica. Un concen-
tración que la patronal ha utilizado para 
su beneficio, y nos acusan de que ejerce-
mos violencia y de que hubo agresiones, 
con el único fin de no reunirse y alargar la 
negociación.

Los videos demuestran claramente lo 
contrario, cuando violencia es lo que ha-
cen las empresas, enriquecerse a costa de 
nuetra salud.

Por todo ello, hemos dicho basta.
Estamos hoy aquí para que se nos oiga. 

Para que se reconozca nuestro trabajo, para 
dejar de ser el último eslabón de la cadena, 
para pedir unas condiciones dignas de tra-
bajo y para gritar claramente que si yo no 
limpio tu no trabajas.

Eskerrik asko»

José Antonio Novoa. Vitoria-Gasteiz

Las víctimas del franquismo y los derechos de todos
El 20 de julio, el Consejo de Ministros ha 
decidido enviar al Congreso el proyecto 
de  ley  “de  memoria  democrá t ica” . 
Poniéndose la venda antes que la herida 
los jerifaltes del facherío se lanzaron en 
los días previos a provocaciones. 

Es importante que, con los gobiernos 
de Sánchez, por primera vez el Estado en-
cabeza las exhumaciones de asesinados del 
franquismo, por primera vez en más de 80 
años el presidente del Gobierno rindió ho-
menaje el año pasado a los fallecidos en el 
exilio. Por primera vez se podrán anular 
miles de sentencias que condenaron a mi-
litantes obreros a la muerte o la cárcel.

Las bravatas de políticos franquistas, 
de tal tribunal o general exigen la res-

puesta unida de las fuerzas obreras y de-
mocráticas. 

Lo sucedido demuestra que los trabaja-
dores y pueblos pueden lograr lo que pare-
cía imposible. Es una invitación a no cejar. 
La aprobación del proyecto de ley abre una 
discusión. Entre los que secundan al 
Gobierno los hay que pretenden permitir 
que los jueces franquistas nieguen la anu-
lación de sentencias contra milicianos. El 
propio proyecto de ley parece renunciar a 
que las víctimas del franquismo sean in-
demnizadas. ¿El Estado ha regalado 62.000 
millones a los bancos pero no puede dedi-
car unos mil lones a hacer just icia? 
Pretenden algunos que hay que mantener 
los secretos oficiales que cubren a crimi-

nales de la dictadura. ¿Es posible? ¿No hay 
que crear una Comisión que investigue sin 
límites los crímenes del régimen asesino?

Manuel Cuso
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SANIDAD

Es posible revertir las concesiones sanitarias ahora
La creación de una Empresa Pública de 
Salud (EPS) ha sido retirada como forma de 
revertir el Hospital de Torrevieja ante la mo-
vilización de los sanitarios y la división en 
el Gobierno valenciano. Se trataba de una 
forma de privatizar la sanidad valenciana, 
por más que se negara desde la Consejería 
de Sanidad.

Lo cierto es que tres meses después de 
haber recuperado el Hospital de La Ribera 
en Alzira, se mostraba partidario de no ge-
nerar enfrentamientos con Ribera Salud 
(que ha perdido todos sus litigios contra la 
no prolongación del contrato, incluido el 
interpuesto contra el Tribunal Supremo); se 
mostraba partidario de la colaboración pú-
blico-privada y apostaba por la constitución 
de empresas mixtas al 50% entre la 
Generalitat y las concesionarias sanitarias.

Mantener las concesiones sanitarias
Este es el objetivo declarado por X. Puig en 
una entrevista de abril de 2020 al Economista, 
en la que declaraba que la «crisis» de la co-
vid-19 amenazaba con desbordar el déficit 
y la deuda de la Generalitat (que tiene otros 
orígenes, aunque ya sabemos que la co-
vid-19 sirve para justificarlo todo). 
Preguntado por la reversión de las concesio-
nes de hospitales, respondía: «Creo que en 
este momento se trata de analizar la situa-
ción. Nuestra hoja de ruta pasa por que el 
servicio público de sanidad esté claramente 
dirigido desde el sector público. Pero, desde 
luego, todo hay que analizarlo en función 
de la nueva perspectiva, porque si no come-
teríamos errores. (…) En cualquier caso, el 
diseño habría que mejorarlo.»

Nos queda bastante claro que el retroce-
so del presidente y su consejera con la EPS 
ha sido impuesto en última instancia por la 
lucha de los trabajadores y de sus sindicatos, 
que sí que importa, y mucho. Esto supone 
que, aparte de las divergencias internas, des-
de la Generalitat se persigue mantener las 
concesiones, sin que haya una fórmula con-
creta que genere consenso por el momento. 
Opinión fundada no solo en las declaracio-
nes del presidente y en la lucha que se ha 
desarrollado en torno a la reversión del 
Hospital de Torrevieja y contra la EPS; sino 
que también incorpora la actuación de la 
Consejería respecto a las concesiones en 
estos momentos.

Marina Salud (Hospital de Denia)
Tomemos el Hospital de Denia, gestio-
nado por Marina Salud (Grupo Ribera y 
DKV): la Generalitat prometió su rever-
sión en esta legislatura, cuando la con-
cesión termina en 2024, después de las 
próximas elecciones autonómicas; em-
pezó las negociaciones con DKV para 
comprarle sus acciones, con la perspec-
tiva de gestionar el hospital con Ribera 
Salud (socio mayoritario) y llegó a crear 
una empresa pública en el departamento 
de salud para ello. Pero el acuerdo con 
DKV terminó frustrándose. Qué razón 
tenían los sanitarios de Torrevieja, 
Alzira, Denia y Manises cuando corea-
ban «la reversión de Ximo es un timo» 
en sus movilizaciones.

Pero la realidad es que, si quisiera, a 
la Generalitat no le iba a costar un cénti-
mo de euro recuperar el hospital. Los 
trabajadores y los ayuntamientos del de-
partamento no han dejado de denunciar la 
sobrexplotación y falta de personal, y los 
incumplimientos del contrato por parte de 
Marina Salud. Los sanitarios llevan años 
movilizándose por la reversión a la 
Consejería y alcaldes y concejales de 12 
municipios del departamento han forma-
do la plataforma «Som Marina Salud» 
para exigir a la empresa que cumpla con 
el plan de inversiones que figura en el 
contrato de la concesión, exigen a la con-
sejera que intervenga y anuncian un con-
t e n c i o s o  a d m i n i s t r a t ivo  c o n t r a  l a 
Consejería y contra la empresa. La cues-
tión es clara: la responsabilidad de la 
Generalitat es auditar de forma transpa-
rente y objetiva las cuentas de Marina 
Salud y, si hay, como todo indica, incum-
plimientos del contrato, rescatar ya el 
hospital.

Sanitas (Hospital de Manises)
Según la legislación vigente, las concesio-
nes disponen de un comisionado, nombra-
do por la Consejería, en cada concesión con 
el fin de controlar la gestión de la empresa 
en lo referente a la asistencia sanitaria que 
presta y el cumplimiento del contrato. Poco 
debe interesarle a la consejera ni a la 
Generalitat la labor de control de las con-
cesiones cuando los sindicatos, la junta de 
personal y el consejo de salud del departa-
mento de Manises se han dirigido a la 
Consejería en los siguientes términos: 
«Solicitamos la urgente convocatoria de la 
oferta para la plaza de comisionado, ya que 
en octubre de 2021 cumpliremos el inex-
plicable plazo de un año de una Unidad del 
Comisionado sin comisionado.»

Son varias las fuentes, algunas próxi-
mas al propio PSPV, que apuntan que 
esta situación se debe al cabildeo de 
Ribera Salud (Centene) con el Gobierno 
valenciano. Sea o no así, el resultado es 
que peligra la reversión de las concesio-
nes sanitarias y el sistema sanitario públi-
co, y que no se puede aceptar el desman-
telamiento de la sanidad pública de nin-
guna forma, y menos a través de su pri-
vatización.

La victoria de la reversión del Hospital 
de Torrevieja no debe hacer que se baje la 
guardia; al contrario, es una llamada a or-
ganizarse para defender el sistema público 
de salud y evitar su desmantelamiento.

Es un motivo más para la realización 
en otoño de un encuentro de sindicalistas 
y trabajadores de la sanidad para luchar 
por la movilización y la unidad en defen-
sa de las reivindicaciones, para defender 
la sanidad pública. Es la propuesta que 
hemos apoyado desde este periódico.

Blas Ortega

Ximo Puig, presidente de la Generalitat y Alberto da Rosa, gerente de Ribera Salud
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JUVENTUD

El Gobierno pretende aprobar el acuerdo 
sobre las pensiones cuyo contenido regresivo 
se explica en este mismo número. Los inte-
reses de la juventud de la clase trabajadora 
no son distintos de los del conjunto de la 
clase, pero se concretan especialmente en 
aspectos como el acceso al empleo digno. 
En relación con esto, ¿qué significa el men-
cionado acuerdo?

Para comenzar por el principio, debemos 
señalar que la situación de la juventud es 
dantesca. Según datos oficiales, el desem-
pleo supera el 40% y el salario ha caído un 
5% en los últimos diez años, pasando en 
promedio de unos ya exiguos 1.025 euros 
mensuales a 973. El 32% de las personas 
jóvenes se encuentran bajo el umbral de la 
pobreza. Así, a la mayoría le está vedada la 
aspiración más elemental para cualquier per-
sona: construirse una vida independiente al 
llegar a la adultez. No es extraño que la edad 
promedio de emancipación del hogar fami-
liar sea de 32 años (frente al promedio euro-
peo de 26) y que solamente lo estén el 17,3% 
de quienes tienen hasta 29 años, consideran-
do que en promedio deberían pagar el 92,9% 
de su salario para alquilar una vivienda; con-
siderando que contraer una hipoteca es tan 
inverosímil que únicamente el 8,17% de 
menores de 35 años tiene una.

Hacen falta políticas de choque
Resulta evidente la necesidad de políticas de 
choque, con formas como la prohibición de 
que el capital privado se lucre con el drama 
del desempleo, prohibiendo inmediatamente 
las empresas de trabajo temporal, para reser-
var en exclusiva a un servicio público la 
gestión centralizada de demanda y oferta de 
empleo. También deberían ponerse medios 
para asegurar una formación científica ase-
quible para quien lo desee, lo que ha sido 
atacado en los últimos diez años, con las 
subidas de tasas universitarias, los recortes 
en becas, etc. Asimismo es imperativo eli-
minar las figuras contractuales que no solo 
suponen una gran precariedad, sino que sir-
ven para  subvencionar a los capitalistas que 
las utilizan (por ejemplo, según CCOO, en 
2017 solo el 33% de los contratos en prácti-

cas y el 7% de los formativos se acabaron 
transformando en indefinidos).

A todo esto se añade un elemento muy 
pernicioso, que dificulta el necesario relevo 
generacional. El malhadado Pacto de Toledo, 
desde su creación en 1995, se ha conforma-
do como un ariete al servicio del capital fi-
nanciero, contra el sistema público de pen-
siones. En sus quince recomendaciones de 
entonces se incluyó facilitar la prolongación 
“voluntaria” de la edad de jubilación (volun-
taria al estilo del “aquí le traigo los volunta-
rios, capitán, ¿se los desató?”). Esto no solo 
prepara el terreno para cuestionar la jubila-
ción digna a quienes llevan toda una vida 
laboral, incluso con más de 40 años cotiza-
dos. También afecta a la juventud, dificul-
tando su ocupación.

El acuerdo de pensiones,
también contra los jóvenes
El acuerdo promovido por el gobierno auto-
calificado de progresista, firmado por las 
direcciones sindicales que dicen defender los 
intereses de la clase trabajadora, ¿qué pre-
tende establecer al respecto? Por una parte, 
mantiene la penalización a la jubilación an-
ticipada voluntaria que, como tal, es desea-
ble no solo para quien desea acceder a ella 
legítimamente, sino también para la pobla-
ción joven que aspira a un empleo digno. La 
mantiene e incluso sutilmente la agrava, pe-
nalizando más a quien quiere adelantar la 
jubilación dos años completos.

Por otra parte, incluye una novedad muy 
reaccionaria: bonificar a quienes prolonguen 
su vida laboral más allá de la edad de jubi-
lación establecida con carácter general. En 
concreto, se otorgará un 4% adicional de 
pensión por cada año de retraso de la jubila-
ción (para quienes tengan menos de 37 años 
cotizados podría llegar al 6%, por el “coefi-
ciente de escala”). Incluso se podría cobrar 
ese monto en un pago único anual y se exime 
la cotización por contingencias comunes.

¿Qué significa esta medida? Que la 
Seguridad Social dedica fondos a promover 
que trabajen más quienes tengan una pensión 
baja (su carácter supuestamente voluntario 
no es tal). En lugar de impulsar una mejora 

sustantiva de las pensiones y el adelanto no 
penalizado de la jubilación, este gobierno 
hace de correa de transmisión de los intere-
ses del capital. De aprobarse el contenido de 
este acuerdo, esta medida, conjuntamente 
con la penalización de la prejubilación, haría 
atrasar la edad real de jubilación, afectando 
no solo a quienes deberían trabajar más tiem-
po para acceder a una pensión mejor, sino 
también a la juventud en su legítima aspira-
ción a un empleo digno.

Hasta el momento, las movilizaciones en 
defensa del sistema público de pensiones han 
estado protagonizadas sobre todo por pensio-
nistas. Paradójico, porque los ataques al sis-
tema afectan al conjunto de la clase trabaja-
dora, sin duda, pero se ceban en particular en 
ciertos segmentos etarios, como el de las 
personas nacidas en la explosión de natalidad 
(“baby boom”) de entre finales de los cin-
cuenta y principios de los setenta, a las que 
el ministro Escrivá amenazó con una rebaja 
de sus pensiones. Y especialmente para la 
juventud a la que se niega toda perspectiva 
de una pensión digna, cuando ve transcurrir 
los años sin apenas cotizar. Antes, en la ma-
yoría de los casos un año de vida era un año 
de empleo y un año de cotización; hoy un año 
de vida no llega casi nunca ni a seis meses 
de empleo y estos difícilmente alcanzan tres 
meses de cotización, en cuyo caso se necesi-
tarían cuatro años para cotizar uno y, por 
tanto, más de un siglo para acceder a una 
pensión. La pretensión del Gobierno agrava 
todo, de modo que se debe exigir la retirada 
del acuerdo incondicionalmente.

La juventud de la clase trabajadora tiene 
derecho a un futuro digno, que solo será po-
sible organizándose para llevar la moviliza-
ción hasta el final y también en la defensa 
del sistema público de pensiones. Codo a 
codo con los pensionistas y el conjunto de 
la clase trabajadora, gritando bien fuerte que 
gobierne quien gobierne las pensiones se 
defienden. La juventud debe adherirse a la 
campaña por la auditoría que establezca el 
monto de fondos desviados para restituirlos. 
Debe nutrir la manifestación al Congreso de 
los Diputados que, en esta perspectiva, con-
voca la COESPE el próximo 16 de octubre.
Jimmy Paca, Amanda Vega y Álvaro Laine

En defensa del empleo juvenil digno: 
¡retirada del acuerdo de pensiones!



UGT da la bienvenida a Dolors Bassa

Con la Sala de los Brigadistas (sede de 
UGT de Catalunya) llena de delegados y 
afiliados y con la presencia de Pepe 
Álvarez, secretario general de UGT, Camil 
Ros y Matías Carnero, secretario general 
y presidente de UGT de Catalunya respec-
tivamente, se ha celebrado el acto de bien-
venida a Dolors Bassa, tras el indulto del 
pasado mes de junio.

En el acto donde han intervenido tanto 
Pepe Álvarez (“no nos ha resultado difícil 
pedir el indulto”) como la propia Dolors 
(“debo agradecer a la comisión por represen-
tar la semilla de lo que ha sido la UGT du-
rante éste periodo”).

El acto ha dado comienzo por la inter-
vención del portavoz de la comisión, inter-
vención que adjuntamos de forma íntegra.

«Compañeras y compañeros,
Dolors,

Como portavoz, para este acto, de la 
Comisión de ugetistas por tu libertad, salu-
darte y agradecer tu entereza en estos mo-
mentos tan difíciles para ti y para los tuyos.

Sin duda han sido una lucha difícil y 
larga, demasiado larga, larga y llena de obs-
táculos, pero si algo hemos aprendido es que 
incluso en los momentos más difíciles nues-
tro sindicato no ha hecho sino convertir el 
combate por tu libertad en la normalidad 
que de un sindicato se puede esperar, no 
dejamos atrás a ninguno de los nuestros, a 
ninguna de las nuestras.

Nos hemos visto abrigados por los más 
de 800 delegadas y delegados que firmaron 
el manifiesto por tu libertad.

Esta comisión ha sabido unir en torno a 
un objetivo, la libertad, más allá de las di-

ferencias políticas, contribuyendo al hecho 
de que nuestro sindicato mantuviera entre 
sus filas la mayor de sus virtudes, que a pe-
sar de las diferentes opiniones nos une el 
anhelo de la libertad, de la democracia.

En cada acto, en cada encuentro, en ca-
da reunión, has estado presente.

También has desfilado con nosotros cada 
primero de mayo, a pesar de tu ausencia.

Como también fueron presentes los im-
putados por el Art. 315.3 del Código Penal, 
por la ley mordaza...

Nos alegramos, y no sabes cómo, de po-
der contar contigo aquí hoy, libre.

El indulto ha sido un éxito de todos los 
sindicalistas y de los ugetistas en particular, 
puesto que nuestro sindicato se ha situado 
en el lugar que históricamente ha ocupado 
para conseguir los derechos y libertades.

Nunca debió ser encarcelado nadie 
por representar de manera pacífica las 
aspiraciones de un pueblo, como nunca 
nadie tiene que sufrir ningún procesa-
miento como trabajadores que luchamos 
por nuestros derechos de manera pacífica 
incluso en las peores situaciones como es 
en una huelga general, donde la patronal 
exhibe su fuerza y a nosotros solo nos que-
da la palabra.

Por eso que también nos alegramos de 
la derogación del Art. 315.3 por el cual más 
de 300 sindicalistas vieron amenazada su 
libertad cuando la Fiscalía, una vez más la 
judicatura, forzó su interpretación dando luz 
verde a una represión sin precedentes a los 
piquetes informativos.

Solo queríamos poder hacer lo que como 
sindicato nos corresponde, poder negociar 
los convenios.

Nada que no sepas, querida Dolors. 
Un ataque directo al sindicalismo.
Para nosotros, la comisión de ugetistas 

por la libertad de Dolors Bassa llega a su 
fin, al menos con este nombre, finaliza por-
que damos como conseguido el primer ob-
jetivo, tu libertad.

Pero no renunciamos a continuar para 
recuperar todos los derechos que te han sido 
usurpados por el Estado, ni a liberar los más 
de 4.000 expedientes tomados en los enjui-
ciados fruto de la pelea por la democracia 
de nuestros jóvenes que irrumpieron en la 
calle exigiendo tanto tu libertad como la de 
tus compañeros encarcelados, y no solo en 
Cataluña sino también en el resto de todo el 
Estado.

No renunciamos a continuar hasta dero-
gar la reforma laboral, la ley mordaza, y 
todas aquellas normas o aquellas acciones 
que ahoguen nuestra voz, nuestros derechos 
y nuestra libertad.

Por eso esta comisión manifiesta su ne-
cesidad de continuidad.

Permitidme que utilice esta tribuna para 
manifestar a Dolors una cuestión personal, 
aunque creo que compartida por todos los 
miembros de la comisión, y es que a pesar 
de nuestras eventuales diferencias, políticas 
o sindicales, nos une una cosa más impor-
tante incluso aunque la pertenencia al mis-
mo sindicato, y es que somos miembros de 
la misma clase, la clase trabajadora y su 
unidad imprescindible para cualquier victo-
ria, y tu presencia hoy aquí libre no es más 
que una expresión de una conquista. 

No dejamos atrás a ninguno de los nues-
tros.»

Corresponsal
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Coordinadora Estatal del Comité por la Alianza de Trabajadores y Pueblos - 27 de junio de 2021

Fue la primera Coordinadora que fue parcialmente presencial (a 
diferencia de las celebradas en los pasados noviembre y febrero, 
telemáticas). Señala lo siguiente la introducción al boletín, de 
Roberto Tornamira:

“El Comité por la Alianza de Trabajadores y Pueblos (CATP) 
ha celebrado un nuevo Encuentro Estatal abierto. Otro éxito de 
participación, con 35 conexiones colectivas desde distintos lugares: 
Sevilla, Barcelona, Valencia, Bilbao, Canarias, Navarra, Barakaldo, 
Utrera, Sant Boi, el Baix Llobregat, entre otros. Intervinieron com-
pañeros y compañeras, en nombre de los colectivos que integran el 
CATP, como Información Obrera, Tribuna Socialista, la Comisión 
de los 300, la Coordinadora 25-S, Unión Cívica por la República, 
la Asociación de Víctimas del Paro, el movimiento de Pensionistas, 

entre otras. También participó la Asociación Trabajo y Democracia 
(ASTRADE), como oyentes, con el compromiso de adhesión al 
CATP.

La Mesa estuvo formada por los 15 miembros que componen la 
Coordinadora Estatal presentes en las distintas conexiones, y pre-
sidida por los compañeros de la Coordinadora que participaron 
desde el acto central en el Hotel Puerta de Toledo, de Madrid.”

El compañero Roberto Tornamira, de Tribuna Socialista, abrió 
el acto, señalando la importancia que para el Encuentro Estatal ha-
bía tenido el éxito del Mitin celebrado el 15 de junio, para celebrar 
la derogación del Artº 315.3 del Código Penal. El vínculo entre 
ambos actos, está en la lucha por la derogación de la “ley mordaza” 
y las reformas laborales.

Los acuerdos
El Encuentro aprobó una Resolución 
General en la que se adopta el com-
promiso de trabajar por la deroga-
ción de la “ley mordaza”; en defen-
sa de la libertad de movilización y 
expresión.
Se aprobaron varias resoluciones, 
además de la general:
•	 Resolución en favor de los indul-

tos.
•	 Resolución en Defensa del 

Sistema de Pensiones y por una 
Auditoría.

•	 Resolución en defensa de la 
Educación pública.

•	 Resolución en defensa de la 
Sanidad pública.

Se plantearon distintas iniciativas y 
compromisos de trabajo en defensa 
de las reivindicaciones de los movi-
mientos sociales y colectivos que 
forman parte del CATP, con especial 
relevancia la lucha contra los despi-
dos individuales y colectivos, en 
particular en la industria.

Por el derecho de huelga
Por derogar la ley mordaza
La derogación del artículo antipiquetes del 
Código Penal fue una victoria del movimiento 
obrero. El 15 de junio, la Comisión por la libertad 
de los 300 sindicalistas encausados y por la de-
rogación del 315.3, en acto celebrado en la sede 
de CCOO  señalaba  que “ha sido posible gracias 
a la resistencia de los procesados, a la moviliza-
ción organizada por las confederaciones sindi-
cales, a la solidaridad internacional y a la im-
plicación de las fuerzas políticas…”, tuvo una 
buena conclusión: se mantienen, ahora como 
comisión internacional en defensa del derecho de 
huelga y por la derogación de la ley mordaza. 
Porque siguen los ataques contra el derecho de 
huelga y sigue la ley mordaza. Suscriben esta 

declaración los que fueron represaliados de 
Airbus, de la Lealtad, Arcelor, Coca-Cola, John 
Deere y otros, los abogados Lillo (CCOO), De 
la Rocha (UGT) y otros, Luis Díaz (PCE), 
Roberto Tornamira (CATP),  el  Comité 
Internacional contra la Represión (Gérard 
Bauvert y M. Martínez). Contaban con apoyos 
internacionales del Brasil, Alemania, Suiza, 
Portugal, Grecia.

Este documento está abierto a la firma de 
quienes quieran participar.

La Coordinadora del CATP ha apoyado su 
reunión en ese llamamiento. 

Más en concreto, responsables de CCOO del 
Metro de Madrid, en continuidad con su lucha 
contra los servicios mínimos, anunciaron que 
presentarán un dosier a la Comisión Internacional, 
que sea un punto de apoyo para la lucha del mo-
vimiento obrero contra los servicios mínimos.

«Recuperar las libertades»
El indulto a los 9 republicanos catalanes “debe 
ser el inicio de un proceso político cuyo objeti-
vo sea recuperar plenamente las libertades”. 

“siguen bajo persecución judicial 3.000 
ciudadanos de Cataluña, y un grupo importan-
te continúa en el exilio.” 

“la situación en Cataluña NO es una excep-
ción. La ley mordaza, impuesta por el PP de 
Rajoy, ha sido y es ampliamente utilizada  con-
tra las libertades más elementales”. Se suman 
en todo el país múltiples medidas contra la li-
bertad de expresión”. 

“La derogación del artículo 315.3 del 
Código Penal es solo un paso para conseguir 
la total libertad sindical y de huelga.” 

“Conseguir las plenas libertades, interesa 
en primer lugar a los trabajadores de todo el 
país, a los que les unen intereses y derechos 

comunes. Y es interés de todos los pueblos”.
“Solo en una batalla de conjunto, en alian-

za de los trabajadores y los pueblos, con sus 
organizaciones, conseguiremos este objetivo 
haciendo retroceder a las instituciones hereda-
das del franquismo, en particular al aparato 
judicial, encabezado por el rey. Aparato judicial 
que, con sus tribunales, ha ratificado las refor-
mas laborales contra las cuales el movimiento 
obrero llevó a cabo tres huelgas generales y 
continúa combatiendo. 

“El CATP lucha porque el movimiento obre-
ro organizado se coloque en primera línea de 
esta batalla”. 

“La fraternidad entre los pueblos que com-
ponen el Estado español, cuyo nexo de unión 
son los trabajadores de todo el país, solo esta-
rá garantizada en un Estado republicano, que 
acabe con toda la herencia franquista.”

«Extender y profundizar la exigencia de auditoría a la Seguridad Social»
Véase lo que se publica en la página 8

Puedes descargar el boletín n.º 2 en nuestra web: http://www.informacionobrera.org/boletin-no-2-catp/
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La orientación para la unidad es exigir conocer
la verdad de las cuentas de la Seguridad Social
El combate del capital financiero por huir 
de la tendencia general a la baja de la remu-
neración de sus inversiones, se centra en una 
lucha  por participar en la gestión de los 
servicios públicos. Para ello cuenta con el 
amparo que le ofrece la destructiva política 
de colaboración público/privada en el ges-
tión de los servicios públicos.

Esta política es percibida por la clase 
obrera como una agresión a sus conquistas, 
a la que se resiste apoyándose en sus orga-
nizaciones salvo que no pueda utilizar a sus 
grandes organizaciones sindicales, enton-
ces, buscará nuevas formas de organización 
para resistir la agresión del capital financie-
ro como ocurrió para la formación de la 
COESPE.

Al desmostar los pensionistas la false-
dad de la campaña sobre la insostenibilidad 
de las pensiones quedó claro que era una 
crisis creada por los diferentes gobiernos, 
consistente en no hacer las aportaciones a la 
Seguridad Social que obligaba la ley, impu-
tarle gastos de otras administraciones, y 
manipular las cuentas públicas, dando una 
imagen de Seguridad Social falsamente en-
deudada y con déficits estructurales.

Auditoría pública a la Seguridad Social
La unidad es necesaria para vencer. Para ello 
hay que encontrar propuestas claras que per-
mitan la máxima movilización. Recursos 
existían y existen, lo que hace falta es deter-
minar mediante una auditoria publica las 
cuantías del saqueo y sentar las bases de sus 
restitución a la caja única. Para ello se con-
voca una concentración estatal el 16 de oc-
tubre ante las Cortes.

Desde distintos ámbitos se propone otra 
concentración en fechas cercanas y con una, 
en principio aparente, orientación de denun-
cia. Solo la discusión basada en el análisis 
concreto de la falsa crisis de la Seguridad 
Social ayuda a la unidad. No es un problema 
de fechas, sino de orientación política.

Concentración estatal ante las Cortes
el 16 de octubre
Definida la exigencia de la auditoria y saca-
da a la luz  la existencia de recursos para 
afrontar el futuro de la Seguridad Social se 
procedió a la convocatoria  a una concentra-
ción estatal planteando a los parlamentarios 
la exigencia de la auditoria pública. Se hizo 
un llamamiento todas las plataformas de 

pensionistas, parlamentarios, asociaciones 
sociales, sindicatos y partidos de acuerdo 
con el objetivo de la convocatoria y sin que 
las diferencias sobre otros asuntos deban ser 
impedimento para la unidad.

El llamamiento a sindicalistas y sindica-
tos que apoyaron en sus congresos la reali-
zación de la auditoria tiene un componente 
esencial de defensa de la independencia de 
los sindicatos, a los que el Pacto de Toledo 
quiere integrar en los planes del capital a la 
privatización de las pensiones vía convenios 
colectivos.

La unidad exige luchar juntos por la re-
tirada del acuerdo del Gobierno, la CEOE y 
CECPYME con CCOO, y UGT y promover 
una salida política para el exito de la lucha 
en defensa de la Seguridad Social.

Juan Miguel Fernández

Extractos de la declaración de Información Obrera
del País Valenciano ante el 16 de octubre
El acuerdo sobre la reforma de las pensio-
nes se basa en una mentira, la del supues-
to déficit de la Seguridad Social. Es reco-
nocido por todos, incluido el ministro 
Escrivá, que los gobiernos han ido detra-
yendo, cada año durante décadas, fondos 
-los llamados «gastos impropios»- de la 
Seguridad Social para tapar los agujeros 
y el déficit del Estado. Según las fuentes, 
el Estado debería a la Seguridad Social 
desde los más de 100.000 millones de eu-
ros que dice el Tribunal de Cuentas hasta 
los  843.000 mi l lones  como afi rma 

Economistas Frente a la Crisis, o más de 
519.000 millones según CC. OO.

Por tanto, la Seguridad Social es plena-
mente solvente, no hay déficit y puede asu-
mir sin problemas todas las obligaciones que 
tiene con los pensionistas y sus pensiones, 
incluso hay margen para mejorarlas. ¡Basta 
ya de mentiras y de manipulaciones!

El 16 de octubre: movilización estatal a 
las Cortes por una Auditoría Pública a las 
cuentas de la Seguridad Social

Diputados de ocho fuerzas políticas, de-
cenas de ayuntamientos, congresos sindica-

les de CC. OO. y de UGT, incluido su 43 
Congreso Confederal de 2021 y 200.000 
firmas de ciudadanos recogidas por la 
COESPE se han pronunciado por una 
Auditoría Pública de la Seguridad Social 
para establecer a cuánto asciende el latroci-
nio realizado, y que ese patrimonio, que 
proviene de las cotizaciones de los trabaja-
dores -que es salario diferido-, le sea devuel-
to íntegramente.

Sin la firma de los dirigentes sindicales, 
el Gobierno no tiene la fuerza suficiente pa-
ra aplicar sus compromisos con el capital 
financiero y la Unión Europea, no podría 
alargar la edad de jubilación ni aplicar recor-
tes a las pensiones. UGT y CC. OO. deben 
retirar la firma de ese acuerdo y, en cumpli-
miento de sus resoluciones congresuales, 
exigir al Gobierno una Auditoría que deter-
mine los fondos que el Estado ha de devolver 
a la Seguridad Social. Es inaceptable que los 
dirigentes sindicales lleguen a firmar acuer-
dos sobre la falsa base de que la Seguridad 
Social es deficitaria y no puede mantenerse 
el actual régimen de pensiones públicas.

Para defender la Seguridad Social, las 
pensiones y exigir una Auditoría Pública, 
distintas asociaciones de pensionistas con-
vocan marcha a las Cortes el próximo 16 de 
octubre. Todos están llamados a organizarse 
y a participar: la juventud, la clase obrera, 
todos los defensores de las conquistas socia-
les. Preparemos desde hoy mismo esa mo-
vilización.

Redacción IO del País Valenciano



Lavapiés: «no hay trabajo digno, ¡y nos quieren echar!»
Información Obrera: Hablamos con Marko, 
que expresó reivindicaciones comunes en la 
asamblea convocada el 26 de junio (jornada 
de lucha) en Lavapiés.
Marko: Nos costó organizar la asamblea. En 
el barrio funcionan muchos colectivos, con 
su trayectoria. Se decidió hablar de la vivien-
da, la comida, la sanidad.

El precio de la vivienda en ese barrio 
tiene que subir constantemente para asegurar 
la rentabilidad del patrimonio de una clase 
social que hace mercado. Con la subida de 
los precios, se selecciona el tipo de persona 
que puede seguir viviendo aquí, y se borran 
servicios sanitarios.

IO: ¿Cuál es la situación laboral  de voso-
tros, los que estáis ahí luchando?
M: Los compañeros y las compañeras se 
dedican a trabajos temporales, precarios, y 
no solo en otros distritos sino  incluso lejos 
de la ciudad. Algunos compensan la escasez 
del sueldo con formas de apoyo mutuo. 
Otros tienen incluso problemas con la docu-

mentación. Los compañeros te ayudan a 
buscar pequeños trabajos, que no te permiten 
un plan de vida un poco ambicioso, les cues-
ta hallar tiempo o energías para reunirse, 
organizarse, luchar por sus derechos, por sus 
espacios.

IO: ¿Cómo influye en la convivencia y en la 
lucha la discriminación que sufren los inmi-
grantes?
M: Según el color de la piel te 
pueden parar en la calle. Por la 
calle Embajadores pasan los 
coches policiales con una fre-
cuencia de menos de un minuto. 
Las inmobiliarias achacan a la 
presencia de inmigrantes en las 
calles como una de las razones 
por las que no consiguen vender 
en el marcado la vivienda como 
querían. Dicen los medios: que 
el barrio no parezca peligroso. 
Hay que vaciarlo para luego re-
conquistarlo con inversiones. 

El ayuntamiento acaba de cerrar una co-
la del hambre en la calle del Olmo, alegando 
problemas de salud e higiene… ¡si el primer 
problema de salud es no comer! Pero enfren-
te hay un edificio que la familia Franco com-
pró para especular. No les interesa que haya 
gente necesitada en la calle.

Vamos tejiendo acuerdos para combatir 
todo esto.

Entrevistó M. Cuso

Desahucio paralizado en Lavapiés

La Iglesia, los atracos y el «gobierno progresista»

1. https://www.naiz.eus/es/info/noticia/20181215/denuncian-que-el-obispado-de-donostia-se-ha-embarca-
do-en-un-negocio-hotelero
2. https://www.infolibre.es/noticias/politica/2021/06/22/el_gobierno_fija_una_nueva_ley_cooperacion_para_enri-
quecer_conservar_patrimonio_iglesia_121955_1012.html

El día 22 de junio en 17 ciudades y pue-
blos varios miles de personas respondie-
ron a la convocatoria de la Plataforma 
“Recuperando” con el apoyo de la asocia-
ción “Europa Laica”. Posteriormente, la 
movilización sigue estando presente, y así 
ha habido una primera reunión que se am-
plía a una segunda el día 22 de julio para 
c o n s t i t u i r  u n a  P l a t a f o r m a 
RECUPERANDO en la  Comunidad 
Autónoma Vasca.

Convocada por Europa Laica partici-
paron prestando su colaboración represen-
tante de Navarra,  de Podemos, y de 
LAIKOTASUNA, un agrupamiento vasco 
que lleva años promoviendo también la 
laicidad.

Al mismo tiempo se han dado concen-
traciones de protesta frente a las reuniones 
de negocios de los obispos en Pamplona-
Iruña y contra la colaboración especulati-
va obispado – Gobierno Vasco en Bilbao 
mientras se anuncian la entrada en explo-
tación de los negocios hosteleros propi-
ciados por las propiedades del obispado 
en Donosti entre el malestar y las protes-
tas de sectores incluso de ciudadanos cre-
yentes y miembros de comunidades ecle-
siásticas.1

Mientras la realidad, el día a día re-
fuerza el criterio que desde la lucha de 
clases siempre hemos defendido, que las 
organizaciones religiosas no tienen nada 

que ver con las creencias de los ciudada-
nos sino que forman parte del capitalismo, 
del sistema de explotación y opresión que 
amenaza a la humanidad, y que en el es-
tado español toma fuerza con toda crude-
za un problema democrático de primer 
orden que es la subordinación de las or-
ganizaciones políticas que dicen ser ga-
rantes de la democracia y de los intereses 
populares a las Iglesias. Una subordina-
ción que se profundiza desde el gobierno 
(Pedro Sánchez – Yolanda Díaz – Ione 
Belarra)  con el  proyecto de Ley de 
Patrimonio Histórico2 a punto de ser apro-
bado, el silencio atronador para resolver 
el gran expolio de más de 100.000 propie-
dades inmobiliarias perpetrado por la 
Iglesia Católica o la puesta en marcha de 
nuevas leyes como la del Parlamento vas-
co que pretende ni más ni menos que obli-
gar a los Ayuntamientos a reservar suelo 
para que todas las iglesias puedan levantar 
sus centros de poder en suelo público.

El laicismo como sistema administra-
tivo, la separación Iglesia–Estado es evi-
dentemente la única solución democrática 
para garantizar la libertad de conciencia, 
y forma parte de las aspiraciones que lla-
mamos republicanas, de la lucha por la 
república del pueblo para el pueblo a la 
que aspiramos. 

Dejar en el ámbito privado las creen-
cias religiosas es una aspiración que 

significará un gran avance para la huma-
nidad.

Al tiempo, las iglesias muestran cada 
minuto del día su carácter expoliador, ins-
trumentos de opresión y explotación, de 
expolio de lo público, al mismo nivel que 
cualquier otro componente del sistema de 
propiedad privada que conocemos como 
capitalismo y por tanto deben ser comba-
tidas como todos sus componentes.

Mikel González, coordinador
en Euskadi de Europa Laica
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 Xabier Arrizabalo, Isabel Cerdá, Manuel Cuso, Juan 
Miguel Fernández, José Gallego, Mikel González, Blas 

Ortega, Josep Antoni Pozo, Ángel Tubau.

Información Obrera, tribuna li-
bre de la lucha de clases, abre 

sus páginas a todos los que quie-
ran reflejar y ayudar al combate 
de los trabajadores y trabajado-
ras, la juventud, los pueblos, los 
sectores oprimidos de la socie-
dad, por sus reivindicaciones so-
ciales, políticas y democráticas.  
Este combate tiene como objeti-
vo la emancipación de la clase 
trabajadora para acabar con la 

dominación del capital financie-
ro y las instituciones a su servi-
c io (Monarquía,  FMI,  OTAN, 
Unión Europea...)

Promueve una información li-
bre, basada en el debate demo-
crático, ayudando a los trabaja-
dores a preservar sus sindicatos, 
como organizaciones indepen-
dientes del Estado. Queremos 
ayudar a levantar una represen-
tación política fiel a la clase tra-

bajadora, que se apoye en la mo-
vilización y la acción común.

La impulsan militantes de orí-
genes diversos que colaboran en 
el Comité por la Alianza de los 
Trabajadores y los Pueblos (CA-
TP). Nuestra independencia polí-
tica parte de la independencia 
económica. Nos sostenemos con 
el esfuerzo militante y las apor-
taciones de los lectores. No pedi-
mos ni aceptamos subvenciones. 

Nuestra acción es internacio-
nal, porque la suerte de la clase 
trabajadora y los pueblos es co-
mún. Participamos en el Acuerdo 
Internacional de los Trabajadores 
y los Pueblos. (AITP)

Nos proponemos ayudar a au-
nar fuerzas para abrir camino a la 
República, basada en el derecho 
de autodeterminación. Propugna-
mos la unión libre y fraternal de 
repúblicas de los pueblos.

C/ DESENGAÑO 12, 1º3A 28004 MADRID
TLF: 91 522 23 56

io@informacionobrera.org
www.informacionobrera.org

Comité de Redacción
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La Comuna, Elisabeth Dmitrieff y la defensa de París

Militante de la sección rusa de la I Internacional, 
Elisabeth Dmitrieff llegó en el mismo mes de 
marzo de 1871 a París. Dos semanas más tar-
de, el 11 de abril, Dmitrieff era una de las 
fundadoras de la Unión de Mujeres para la 
defensa de París y la ayuda a los heridos. Será 
una de las siete miembros, destacando junto a 
Nathalie Le Mel, de la dirección. ¿Su objeti-
vo? La defensa de París; la creación de talleres 
cooperativos que proporcionen trabajo a las 
mujeres, la organización de sindicatos -espe-
cialmente en el sector de la costura-. En el 
frente, misma ración que un guardia nacional, 
y, en el taller, mismo salario a igual trabajo. 
Al tiempo, la Unión de Mujeres promovió la 
educación y formación profesional de las ni-
ñas y enfrentó a la Iglesia, exigiendo orfanatos 
laicos y el reemplazo de las monjas en hospi-
tales y cárceles. Hay quienes afirman que esta 
organización fue, en la práctica, la sección de 
mujeres de la I Internacional. Y con la influen-
cia que ostentó Dmitrieff deben tener razón, 
pues esta fue a París enviada por Karl Marx. 
Cuentan, también, que fue la organización más 
grande que tuvo nunca la I Internacional, al-
canzando 50.000 miembros.

Dmitrieff contaba en aquellos días de 
1871 con 20 años y con la confianza del Moro 
(apelativo familiar de Marx), al que había co-
nocido en Londres, donde estaba desde di-
ciembre de 1870. Durante estos meses pudie-
ron debatir casi a diario sobre las singularida-
des de Rusia y su tradición comunal. 
Influenciada por el ¿Qué hacer?, aquella obra 
de Chernishevski que marcó, años más tarde, 
a un revolucionario llamado Lenin, parece que 
Dmitrieff hizo que Marx se interesase también 

por este autor ruso. Pero esa es otra historia. 
Este relato es sobre Elisabeth Dmitrieff, es 
parte de la historia de la Comuna, parte de la 
historia de las mujeres en su combate por la 
autoemancipación.

«Las petroleras»
Restablecido el orden burgués en París, a 
Dmitrieff y a las communards, la burguesía 
las llamó “pétroleuses”. Sí: petroleras. ¿Y 
esto por qué? Porque aquellas mujeres fueron 
criminalizadas y acusadas de prender fuego 
a París. La burguesía no iba a tener compa-
sión con los hombres y, fuera de toda duda, 
las mujeres iban a lograr, aunque fuese solo 
en este punto, la igualdad: tampoco habría 
compasión para con ellas.

Recordemos que, por aquel entonces, en la 
Francia de la Revolución burguesa, en la 
Francia republicana, estas mujeres no podían 
trabajar sin el permiso de su marido. La que 
accedía a la educación lo era para ser instruida 
por una monja en el noble oficio de la buena 
esposa. Ni hablar, por supuesto, de cualquier 
derecho de ningún tipo. Eran necesarias, sin 
embargo, para la producción textil, donde ocu-
paban, aproximadamente, 62.000 de 114.000 
puestos de trabajo. Cobraban la mitad que los 
hombres y la prostitución era una obligación 
de facto con la que poder llenar los estómagos.

Las reivindicaciones que las mujeres lle-
vaban a cabo desde 1870 ‑el 8 de septiembre 
se habían manifestado para pedir ser armadas 
y poder combatir a Prusia, un mes más tarde 
pidieron poder combatir en primera línea- só-
lo pudieron ser alcanzadas una vez fue supe-
rada la forma de Estado republicano-burgués.

El 18 de marzo de 1871, las mujeres se 
opusieron a que las tropas de Thiers se lleva-
sen los cañones que habían sido comprados 
para la defensa de París mediante suscripción 
popular. Era otro punto de inflexión en el pro-
ceso social que diez días después proclamaría 
la Comuna. Aquel 18 de marzo no sólo derro-
taron a Thiers, sino que se hicieron con la 
igualdad, como proclamaría más tarde la 
Unión de Mujeres: “Que la Comuna represen-
ta el gran principio que proclama la aniqui-
lación de cualquier privilegio, de toda des-

igualdad, por ello se compromete a tener en 
cuenta todas las justas reclamaciones de la 
población entera, sin distinción de sexo, dis-
tinción creada y mantenida por la necesidad 
del antagonismo de clase”.

«¡No claudicaremos!»
El 6 de mayo, cuando las negras nubes co-
menzaban a cubrir el cielo de París, la Unión 
de Mujeres, frente a una petición de paz anó-
nima en nombre de las mujeres parisinas, 
respondió que las comuneras no iban a clau-
dicar y que el combate era a muerte: “¡No, 
no es la paz, sino la guerra total lo que las 
trabajadoras de París reclaman!”, y es que 
“¡El árbol de la libertad crece regado por la 
sangre de sus enemigos!…”.

El 20 de mayo la Unión de Mujeres lan-
zaba el último comunicado: “El Comité 
Central de la Unión de Mujeres para la de-
fensa de París y la ayuda a los heridos invita 
a las obreras de todos los gremios a reunirse, 
el domingo 21 de mayo, a la 1 de la tarde, en 
la alcaldía del IV distrito, Salón de Fiestas, 
para la constitución definitiva de las Cámaras 
sindicales y federales de las trabajadoras”. 
Este encuentro cambiaría, dadas las circuns-
tancias, de contenido: se constituyó, en lugar 
de las herramientas sindicales para la defensa 
de las trabajadoras, un batallón de mujeres que 
marchó a combatir a la Place Blanche. El 21 
de mayo Dmitrieff empuñaba las armas frente 
al ejército del capital. Las comuneras, como 
los comuneros, no pidieron clemencia. 
Enfrentaron la muerte con dignidad: ni siquie-
ra este fantasma les haría arrodillarse y supli-
car frente a la burguesía. Asumieron la lucha 
conscientemente y conscientemente dieron su 
vida por la revolución social.

Más de mil mujeres fueron sometidas a con-
sejos de guerra. Aquellas mujeres sembraron un 
peligroso ejemplo. Pasaron a la historia como 
“pétroleuses”, demonizadas por la burguesía, 
que asistía horrorizada a la emancipación de la 
mujer. Estas mujeres conquistaron múltiples 
derechos y libertades durante estas semanas, 
destruyeron el antagonismo de clase y ligaron 
su futuro al de la Comuna, al del conjunto del 
proletariado. Hoy, los problemas que plantearon 
las mujeres obreras en el contexto de la Comuna, 
hace 150 años, aún no han sido resueltos.

Diego Farpón



Francia - Declaración de guerra de un gobierno suspendido en el vacío

Fiel a su odiosa lógica de acusación, lanza 
la caza de los no vacunados, que llevará de 
nuevo a controles múltiples acompañando 
a la tarjeta sanitaria, ya obligatoria en los 
cafés, los centros culturales, los restauran-
tes, o simplemente para acudir a clase o a 
la compra. Tarjeta obligatoria para los que 
quieran viajar en tren, pero no para los que 
toman cada día el Metro o Cercanías. 
Tarjeta obligatoria, pero las pruebas que 
permiten detectar a los enfermos y limitar 
los  contagios, siguen siendo de pago.

Por otra parte, mantiene el rumbo de sus 
contrarreformas. Respecto del subsidio de 
paro, anuncia que a partir del 1 de octubre 
disminuirá en un 17%. Al mismo tiempo, 

el propio Macron anuncia que ha habido 
300.000 parados más en un año.

Continúa con la liquidación de los ser-
vicios públicos y la reforma de los servicios 
estatales, que conduce a cierres de cientos 
de centros y establecimientos. Al anunciar 
«seguir modificando por completo el siste-
ma y las posiciones establecidas, las rentas, 
los estatutos» anuncia que mantiene su vo-
luntad de liquidar el estatuto general de la 
Función Pública y los estatutos particula-
res, continuar con la sangría de personal y 
servicios públicos.

Hay una única lógica tras las órdenes y 
contraórdenes de este gobierno rechazado 
por todos. Ya se trate del ataque a las pen-

siones, de seguir cerrando hospitales, de la 
vacunación, todo pasa para él por un único 
medio: la imposición, la represión, la coer-
ción para mantenerse en el poder. Pretende 
ir hasta el final en su ofensiva contra los 
derechos y conquistas de los trabajadores, 
mantener el que ha sido su rumbo político 
desde el principio. Macron y su gobierno 
se lanzan a una huida hacia delante porque 
saben que su política es rechazada masiva-
mente y que avanzan sobre un polvorín. La 
multitud de huelgas y movilizaciones que 
se producen desde hace semanas en el país 
es un síntoma de los procesos de resistencia 
que maduran.

Partiendo de estos elementos, los dele-
gados del CNRR han propuesto una inicia-
tiva a escala nacional: «Entre la abstención 
masiva y los conflictos –en esta etapa lo-
calizados- que estallan en múltiples secto-
res, hay una vínculo estrecho: la búsqueda 
de una salida política  a la catástrofe a la 
que conducen el capital y el gobierno a su 
servicio. Para contribuir a nutrir y organi-
zar esa búsqueda, los delegados de los 
comités reunidos el 3 de julio han decidi-
do lanzar una iniciativa de alcance nacio-
nal para el próximo otoño.» Más que nun-
ca, hay que parar este ofensiva contra 
nuestros derechos, nuestras pensiones, hay 
que acabar con las  medidas liberticidas 
que persiguen dividir a los trabajadores de 
este país.

Kevin Cayeux

Italia - Entrevista a Massimo Mazza,
coordinador de Unión Sindical de Base (USB) del puerto de Livorno en La Toscana

Información Obrera: La negativa de los 
trabajadores del puerto de Livorno de 
cargar armas para Israel tuvo gran reper-
cusión internacional. ¿Cómo fue?
Massimo Mazza: Cuando supimos de la 
llegada de ese navío con un contenedor de 
armas a bordo, escribimos inmediatamen-
te a las instituciones del puerto señalando 
la  situación. Después, discutimos entre 
los trabajadores y surgió la voluntad de 
oponernos al paso de esos navíos que 
transportan la muerte por el mundo. Había 
una gran sensibilidad a causa de los bom-
bardeos sobre Gaza, por lo que la respues-
ta de los trabajadores fue unánime. 
Creíamos estar solos, pero hubo una fuer-
te movilización solidaria en muchos puer-
tos por todo el mundo, de Estados Unidos 
a  Nueva Zelanda, de Sudáfrica al norte 
de Europa. No se trata solo de una cues-
tión moral contra las armas, aun siendo el 
tema principal. Todos recordamos las imá-
genes del estallido en el puerto de Beirut 
provocado por el almacenamiento de ar-
mas. En Livorno hay una base norteame-
ricana que incluye un inmenso depósito 
de armas. 

IO: Varios cientos de trabajadores por-
tuarios de la CGIL (principal confedera-
ción italiana) de Génova se han unido a 
la USB. ¿Ha sucedido lo mismo en otras 
ciudades, en otros puertos?
MM: Sí. El 8 de mayo hubo una asamblea 
nacional en Génova en la que se constitu-
yó la coordinadora nacional mar y puertos 
de la USB, puesto que en los últimos tiem-
pos nuestro trabajo sindical, muy diferen-
te al de las confederaciones sindicales, ha 
merecido la simpatía y la convergencia de 
muchos trabajadores de los puertos, como 
en Livorno o Civitavecchia, donde ya es-
tábamos presentes,  pero también en 
Trieste, Génova, Tarento... Estamos traba-
jando por los objetivos que nos parecen 
ineludibles: la defensa de los derechos de 
los trabajadores, la seguridad, temas que 
deberían ser evidentes, pero que quizás 
hayan olvidado un poco los demás  sindi-
catos.

Recientemente, ha habido una intensi-
ficación de nuestra actividad. Por ejem-
plo, tras el paso de ese navío cargado de 
armas, hicimos una asamblea el 4 de junio 
en la vieja fortaleza de Livorno, invitando 

a trabajadores de diversos puertos y aso-
ciaciones, como Weapon Watch, que nos 
había señalado el paso del navío Sea 
Watch que realiza salvamentos de emi-
grantes en el Mediterráneo.

De hecho, el acontecimiento se llama-
ba «Puertos cerrados para las armas y 
abiertos para los emigrantes». 

Corresponsal

Sanitarios disfrazados se manifiestan contra Macron en París
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México - Tres años de López Obrador
Extractos del editorial de El Trabajo  
Se han cumplido tres años del triunfo 
electoral de López Obrador. (...)

Los ejes de su propaganda política, 
son: El país vive la «cuarta transforma-
ción» aludiendo a la historia del país pa-
ra constituirse como nación independien-
te y soberana. El pueblo que votó por el 
presidente, más de 30 millones, lo man-
dató para efectuar esa transformación. 

¿Cuál es la realidad en estos tres años 
transcurridos desde julio de 2018? 

Hemos visto a un gobierno que da pa-
sos en la defensa de la soberanía nacional 
(Pemex, CFE...) apoyándose en el pueblo 
y que, a la vez, mantiene los grandes ejes 
de supeditación a los intereses del impe-
rialismo (aceptación del Tratado México 
Estados Unidos Canadá, TMEC...) que 
heredó de los gobiernos del PRI-PAN. 

Ante el agravamiento de la crisis del 
capitalismo por la pandemia del coronavi-
rus, López Obrador llama al pueblo traba-
jador a aceptar la orientación de unidad 
(nacional) con la oligarquía mexicana. 

Esa política de «unidad» con la oligarquía 
significa aceptar «reformas» que niegan los 
derechos e intereses del pueblo trabajador. 

Así, se ha aprobado el uso de la UMA 
como medida de las jubilaciones máximas del 
ISSSTE, la excepción laboral para los traba-
jadores del magisterio mediante la que se les 
niega el derecho a que la representación sin-
dical intervenga en los procesos de admisión, 
promoción y reconocimiento. 

Se aprueba una «reforma» sobre la sub-
contratación que en realidad deja amplio mar-
gen a las grandes empresas (Wall Mart y 
otras) para mantener a millones de sin dere-
chos laborales y sociales. 

También se reducen los presupuestos de 
las escuelas normales rurales. (...) 

Se aprueba la ley del Teletrabajo que se 
utiliza para imponer en las universidades y 
en todo el sistema educativo la escuela a dis-
tancia. (...)

Esta política puede contener por un 
tiempo el descontento del pueblo, ilusionar-
lo en que se lleva a cabo una verdadera 
cuarta transformación. Sin embargo, esa 
transformación solo es posible si se rompe 
con la oligarquía y el capital financiero (...)

Por nuestra parte impulsamos el diálo-
go entre trabajadores y apoyamos las ac-
ciones que hoy desarrollan las diferentes 

organizaciones de jubilados, de la CNTE 
contra la UMA. Buscamos ayudar a la cla-
se trabajadora a encontrar el camino de su 
independencia organizativa, para con ello 
abrir el camino de una verdadera transfor-
mación.

Corresponsal

Cuba - Un estallido social anunciado 

El pasado 1 de enero el gobierno cubano 
anunció un paquete de medidas económicas 
que prevén el fin de las subvenciones y ayudas 
al consumo popular y a las empresas públicas, 
introducción de nuevas escalas salariales y 
medidas de apertura a las inversiones exter-
nas. En lo concreto, estas medidas se traducen 
en una multiplicación por 5 de los precios de 
la comida, la electricidad, los transportes... En 
un país donde solo 3 millones de personas 

cobran un salario, 500 000 trabajan por cuen-
ta propia y 3,5 millones son trabajadores in-
formales o desempleados, lo sorprendente es 
que las protestas hayan tardado 6   meses en 
manifestarse.  Tal vez ello obedezca a la com-
prensión de buena parte del pueblo cubano de 
las terribles dificultades que impone el crimi-
nal bloqueo al que está sometido el país. 
Como indica un militante cubano: «no hay 
que pensar que el interés desesperado del 

Estado por captar dólares carece de sentido. 
Cuando en 1991 la Unión Soviética se vino 
abajo y dejó de comprar el azúcar cubano, 
desapareció de un plumazo el 80-90% de las 
exportaciones del país. La economía se de-
rrumbó. Pero luego de 30 años, el país sigue 
arrastrando una enorme dependencia ali-
mentaria y de materias primas. En 2019 los 
datos de la balanza comercial de bienes son 
aterradores. Unos 10 000 millones de dólares 
en importaciones, frente a unos 2 500 millo-
nes en exportaciones. (...) La desaparición del 
turismo como resultado de la pandemia fue 
un golpe terrible en 2020. Cuba perdió unos 
3 000 millones de dólares al año de ingresos. 
Fruto de la dependencia alimentaria del país, 
la isla importa el 80% de lo que comemos. Y 
a esto hay que agregar el bloqueo yankee y 
los precios extra que debe pagar Cuba para 
importar cualquier cosa, fruto de la amenaza 
de sanciones de EEUU contra sus socios co-
merciales. Un bloqueo criminal que significa 
unos 5 000 millones de dólares al año.»

Parece claro que acabar con el embargo es 
la única vía posible para mejorar las condicio-
nes de vida del pueblo cubano respetando su 
independencia y su derecho inalienable a de-
cidir su destino sin injerencias de ningún tipo. 

Isabel Cerdá
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